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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

SALA PRIMERA

Sección Segunda

Excmos .  S res .  :

D. Carlos de la Vega Benayas

D. Luis  López Guerra

D. Vicent,e Glmeno Sendra

- l_ -

0 0258141

Nrfun.  de Regj -sLro:2026/89,

ASUNTO:Recurso de amparo
promovido por don Ovidio

GonzáIez Payo, representado
por }a Procuradora doña

Cruz Ma Sobr ino Garcfa.

SOBRE:Acuerdo del Exc

Sr.  Mi-nistro de Defensa

28  de  ju l i o  de  1988 .

En eI  asunto de referencia,  Ia Sección ha aco

dictar el  s igui-ente

AUTO

I._ ANTECEDENTES

1.-  Doña Cruz Ma Sobr ino Garcfa,  en nombre y re

sentación de don Ovidio González Payo, por escrito que tuvo en-

t rada en este Tr ibunal  e I  18 de octubre de 1989,  ln terpone re-

curso de amparo contra Acuerdo del Excmo. Sr. Ministro de De-

fensa de 28 de ju l io  de L988,  conf i rmada por  1a Sala Quinta de

Io Mil i tar de1 Tribunal Supremo en Sentencia de 15 de septiem-

b re  de  1989 .
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La solicitud de anparo se basa en los siguient,es

hechos. EI recurrente, Tenient,e del Arma de Caballerfa, fue

condenado en su dla a cuatro penas de multa y una de un mes y

un dfa de arresto menor por otros tantos del- i tos de cheque en

descubierto, y a tres meses de arresto mayor por deli to de es-

tafa. Todas estas condenas t ienen su origen en actividades in-

mobil iarias por completo ajenas a la actividad profeslonal m[-

l i tar del recurrente. 
IÍ
tl

it
fl

Esos mismos hechos dieron lugar a distintas actrfa-

ciones dentro del árnbito castrense con objeto de depurar no{i-
b les responsabi l idades de carácter mi l i tar .  En concreto I  se

t
abrÍó un expediente judic ia l  concluso sin responsabi l idad; pps-

I
teriormente, se abrió el expediente gubernativo L/AA, eu€ tfr-

minó, asimismo, sin exigencia de responsabil idades. Por r1lt ifmo,
I

y también en la Primera Región Mil i tar, se abrió el expedi$nte
t

gubernat ivo L/88.  Dicho expediente concluyó con e1 Acuerdoldel
I

Min is t ro  de Defensa de 28 de ju l io  de 1988,  aquf  recurr ldS en

anparo I
I
I
I

Contra Ia resolución anterior se interpuso repurso

adminlstrativo de reposición que fue desest,imado por silencio

administrativo; recurrido en la vla contencioso-militar, Ia

Sentencia de Ia SaIa Quinta de 1o l¿il i tar del Tribunal Supremo

de 15 de septiembre confirmó Ia sanción.

2.- La demanda fundamenta su sollcitud de amparo en

la vulneración de1 art .  25.L de la Const i tución. Los hechos en
que trae su origen 1a sanción i-mpuesta datan de 1983; desde en-

tonces hasta la imposición de l-a sanción se han seguido distin-

tas actuaciones disciplinarias con el mismo objeto: depurar

responsabi l idades mi l i tares,  No obstant,e,  esas acclones, y en

especial e1 expediente
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gubernativo L/86, acabaron sj-n sanción alguna. Sin embargo, €n

apl icación de la L.O. L2/A5 sf  se ha sancionado al  recurrente.

Ello ha supuesto la aplicación de una normativa más gravosa,

eü€, al no esEar vigente en eI momento de producirse Ios he-

chos, ha supuesto una apl icación retroact lva.

La sanción se impone por la comisión de unos hec
por 1os que fue condenado en Sentencia penal; ahora bien, €n

momento de cometerse los hechos no era aplicabl-e la normat

en que se ha basado la sanción, por 1o que se ha lnfr lngldo

pr inc ip io  de legal idad sancionadora.

I

a

I

Por ot,ro lado, Ia sanción vulnera también los ar

24 y L7 de la Const i tución. Los hechos ya habfan sido sanci

dos previamente por Sentencia penal. El-lo supone una inace

b1e cadena de sanciones, penal-es y administrativas,

"produce indefensión"

Por todo 1o anterlor, concluye Ia demanda sollci-

tando que se decl-are la nul-idad del Acuerdo de1 Ministro de lDe-
fensa de 28 de ju l io de 1-988 y de las subsiguientes r fso-

luciones confirmatorias, tanto Ia administrativa, For silehcio

admlnistratlvo, como Ia Sentencia de Ia Sal-a Quinta de 1o Mili-

tar del Tribunal Supremo de 15 de septiembre de 1989.

Por otrosf sollclta Ia demanda la suspensión de l-a

sanción impuesta por la resolución lmpugnada.
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3.-  La Sección Segunda (SaIa Pr imera),  For provi-

dencia de 13 de noviembre de 1989, tiene por interpuesto el re-

curso de amparo; asimismo, y de acuerdo con 1o previsto por el

art .  50.3 de la LOTC, pone de manif iesto la posible existencia

de1 siguiente motivo de inadmisión: carecer la demanda

manif lestamente de contenido const i tucional .

4 . -  E l  M in is te r io  F isca l ,  por  escr i to  de  2L  de

viembre de 1989, real iza las alegaciones legalmente previst

Comienza señalando que en rel-ación con las denuncias

vuLneración de Ios arts.  t7 y 24 de }a Const i tución no e

argumentación alguna en la demanda, ni es fáci1 averiguar

se han visto afectados esos preceptos por los hechos expues

de

te

En relación con la doble denuncia del arL. 25

Norma Fundamental, poco cabe añadir a 1o dicho por la Sen

de Ia Sala de 1o Mil i tar de1 Tribunal Supremo impugnada. Po

lado, r lo exlste retroactividad perjudicial- porque la s

prev is ta en e l  ar t .  74 de la  LO L2/85,  se impuso en fecha

terior a su entrada en vÍgor; ello es asf porque e} t ipo ldes-
crito en eI art. 74 es el de haber sido condenado por un 4e1i-

to, 1o que no sucede, obviamente, hasta que se dicte Sen

Además, y en todo caso, la legislación anterior prevenfa la

misma sancíón, FoL 1o que no existe aplicación de ley posterior

per j  ud ic ia l .

Por 1o que respecta a l-a prohibición de doble san-

ción por unos mismos hechos, basta recordar Ia doctrina del
Tribunal Constitucional en eI sentido de que dicho principio no
juega ante una relación de sujeción especial con 1a Administra-

ción, como es eI  caso de los funcionar ios.

1a

c ia

un

ión
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eI Fiscal ante e1 Tribunal Constitucional

acuerde 1a inadmisión del recurso por su

const i tucional .

5 . - La representación del- recurrente, por escrit,o
que tuvo entrada en este Tribunal- el- 29 de noviembre de 1989,

real Íza sus alegaciones, rei terando, básicamente,  los argumed-
I

tos esgrimidos en 1a demanda. I
I

I
I
I

r r . -  FUNpAMENTOS JURTpTCOS 
I

I
I

1. - Concurre la causa de inadmlslón puesta de maf -

f iesto en la providencia de 1-3 de novlembre pasado. para jus{i-
I

f icar dicha apreciación hay que comenzar señalando, en la lffea

de 1o mantenido por el Minist,erio Fiscal-, eue las referencfas

realizadas a l-a vulneración de los los arts . !7 y 24 ae I fa

Constitución no son atendibles ya gue no se concret,a en Aué fran
consistj-do, haciéndolas depender, €o todo caso de las ot{ras

violaciones denunciadas. Estas r l l t i rnas son dos: apl icación 
fre-

troact,iva de ley no favorable y doble sanción por unos $it-
mos hechos con vulneración deI principio ne bis in idem. ,Asf

cent,rada Ia cuestión procede anal-izar cada una de estas denun-

c ias .

2.-  Ent iende el  recurrente,  en pr imer lugar,  eue Ia

normativa aplicada para abrir eI expedlente disciplinario e im-

poner la posterior sanción no estaba vigente en el momento de

comisión de los hechos, resultando asf su apficación contraria

al principio de irretroactividd de las leyes.

El prlmer problema que se plantea para abordar

esta cuest ión es determinar  cuál  es eI  hecho objeto de Ia  san



m,ffim
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL

u-
I

' o
é

:E
o
o

E

o
e
6

4

I

, \ (
6(

- 6 -

0 0258146

ción mil i tar. ElIo porque Ia SaIa Quinta de1 Tribunal Supremo,

con evidente apoyo en la dicción de1 art. 60 de la LORDFA,

entiende que la causa de apertura del expediente y de la

posterior sanción no son exactamente los i l fci t ,os cometidos por.

e l  mi l i tar  profes ional ,  s ino Ia  condena por  par te de los

Tr ibunales ord inar ios.  Y asf  €s,  se compart ,a  o no la  f i losof fa

inspi radora de la  leg is lac ión d isc ip l inar ia ,  10 c ier to  es. \que

el1o resulta congruent,e con una visión del régi-men dlsciplf i fna-
1 l

rio y organizativo de las Fuerzas Armadas, s1n que esa Iegll$la-
t l

ción discipl inar ia mi l i tar  resul te inconst i tucionaf;  d ichf l  de

otra manera, la acción penal ordj-naria protege unos Oeternlfna-
il

dos b ienes jur fd icos;  la  acc ión d isc ip l inar ia  mi l i tar  prdLege
il

el "prestigio y dignidad que es exigible a todo comnetentlf de

las Fuerzas Armadas", por uti l izar la terminológica de fa f/Sen-
tencia de1 Tribunal Supremo recurrida. I

I

I
tl
¿J

En consecuenc ia ,  pues ,  d l  ser  Ia  causa de  la fsan-

ción Ia condena por los órganos judic ia les ordinar ios,  d" el
I

presente caso ésta se produjo ya vigente l-a LORFA, por 10 que

no ex is t i r fa  ap l icac ión ret roact iva de la  ésta I
I
I
I

Pero, además, y como pone de manif iesto La nfonia

Sent,encia del Tribunal Supremo, aungue se considerara q$e l-a

causa de Ia  sanción es 1a comis ión del  i l fc i to ,  Ia  ap l icac ión

de la LORDFA no resultarfa inconstitucional. ElIo porque, aun-

que posterior a Ios hechos causantes de Ia condena, la nueva

normat, iva recoge la misma sanción que Ia deroqada; la única di-

ferencia es que el antigluo Código de ,Justicj-a Mil i t ,ar prevefa

el carácter automático de la separación del servicj-o mientras

que Ia LORDFA dispone la tramitación de un previo expediente

sancionador. Por e1lo, €rr ningrln caso la nueva ley resulta me-

nos favorable.
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3.- La segunda denuncia de vulneraclón de los dere-

chos fundamentales es la que se refiere a la supuesta

violación del princÍpio ne bis in idem. Tampoco esta queja pue-

de prosperar. En prlmer lugar, debe señalarse que la propia

configuración legal de la sanción impuesta, tal y como se ha

visto, supone que ésta se dirige cont,ra un hecho distinto del

causante de la imposición de una pena; la sanclón responde a la

existencia de condena penal-, y no a los hechos determinantes de

és ta .

Pero, aunque se entendiera que aI traer la pena su

causa en unos hechos anteriores que son a la postre 1os sancio-

nados también en la vfa disciplinarla, eIlo no supondrfa una

vul-neración constitucional. Este Tribunal ya ha seña1ado desde

su ternprana Sentencia 2/At que Ia duplicidad de sanciones no

es inconstitucional mediando un fundamento dist,into o una espe-

cial- rel-ac j-ón de suj eción entre Administración y ciudada-

no.Ejemplo de ambos extremos es el  presente caso; de una parte,

cemo se ha señal-ado, los bienes jurldicos prot,egidos por 1a

sanción discipl inar la y por eI  i l fc i to penal  son dist j -ntos,  Por

otro,  Ias relaciones que se establecen en el  seno de Ias Fuer-

zas Armadas son el paradigma de las denominadas relaciones de

su jec ión  espec ia l .

Por todo 1o expuesto,  Ia  Sección acuerda la

inadmisión del presente recurso de amparo y el archivo de las

actuaciones.

ochenta

dleciocho de dicienbre de mil novecientos

0258L47


